
INFORME LEGISLATIVO PRIMER SEMESTRE 2023
Se presenta en primer lugar un resumen de la actividad legislativa nacional que ha tenido lugar a lo largo del primer semestre de 2023 centrado en aquella normativa que, de una u otra manera, ha tenido incidencia en el colectivo de la discapacidad. En segunda instancia, se expondrán en este informe los principales avances normativos que se han producido en el ámbito de la Unión Europea relevantes para el sector. 

I. NORMATIVA ESTATAL

1. ASUNTOS SOCIALES 
El Consejo de Ministros de 31 de enero aprobó la primera Estrategia Española de Diplomacia Humanitaria 2023-2026, cuya finalidad es armonizar el conjunto de políticas nacionales e intervenciones de acción exterior y establecer un marco que permita dar una respuesta coherente al aumento de las necesidades humanitarias en el ámbito internacional.
Asimismo, también aprobó el primer Plan de Acción de Juventud 2022-2024, correspondiente a la Estrategia de Juventud 2022-2030, enmarcado en uno de los objetivos prioritarios del Gobierno junto con la transición ecológica: la cohesión social y la intergeneracional. Se trata de un programa para mejorar y proteger los derechos de los jóvenes dotado con más de 33.300 millones de euros. En este plan se incluyen 200 medidas centradas en políticas de emancipación, vivienda, educación y empleo juvenil.

Por otro lado, el Consejo de Ministros de 6 de junio aprobó el II Plan Nacional de Derechos Humanos 2023-2027, que continúa el trabajo iniciado con el I Plan de Derechos Humanos 2008-2012. El nuevo Plan garantiza el reconocimiento de la dignidad y de los derechos iguales e inalienables de todas las personas mediante la promoción del progreso social y la elevación del nivel de vida para todos y todas, sobre la base de la Constitución Española, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los pactos internacionales y todos los tratados específicos ratificados por España. Además, el texto reconoce la creación de nuevos derechos vinculados a la protección del medio ambiente, el avance de las nuevas tecnologías o la participación ciudadana.
Por lo que se refiere a la normativa estatal más relevante de este periodo en materia de asuntos sociales cabe citar:
1.1. Ley Orgánica 1/2023, de 28 de febrero, por la que se modifica la Ley Orgánica 2/2010, de 3 de marzo, de salud sexual y reproductiva y de la interrupción voluntaria del embarazo. Las novedades que recoge esta LO hacen alusión al reconocimiento de la esterilización, el aborto y la anticoncepción forzosos, como formas de violencia contra la salud sexual y reproductiva de las mujeres. La norma prevé el desarrollo de políticas específicas para mujeres con discapacidad, a quienes se les garantizará su derecho a la salud sexual y reproductiva, asegurando y estableciendo para ellas entornos accesibles y los apoyos necesarios en función de su discapacidad. Estas políticas incluirán el respeto y fomento de los derechos sexuales en todo el ciclo vital de las mujeres, sin que esté exclusivamente vinculado al ámbito de la reproducción, la fertilidad o la maternidad. Esta ley incluye además una disposición adicional para dar cumplimiento al mandato contenido en la Ley Orgánica 2/2020, de 16 de diciembre, de modificación del Código Penal para la erradicación de la esterilidad forzada o no consentida de personas con discapacidad incapacitadas judicialmente: “Disposición adicional única. Apoyos a las personas con discapacidad para la toma de decisiones. En todo lo regulado en la presente ley, las personas con discapacidad que precisen de apoyos humanos y materiales, incluidos los tecnológicos, para la toma de decisiones recibirán los mismos siempre en formatos, canales y soportes accesibles para que la decisión que adopten en su calidad de pacientes sea libre, voluntaria, madura e informada”.
1.2. Ley Orgánica 4/2023, de 27 de abril, para la modificación de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, en los delitos contra la libertad sexual, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la responsabilidad penal de los menores. Esta LO procede a modificar nuevamente las agresiones sexuales, después de la reforma de la LO 10/2022 (conocida con la ley del solo sí es sí), con el objetivo de evitar la posibilidad de que se impongan penas más bajas, si bien mantiene la íntegra definición del consentimiento y, por tanto, la esencia de la regulación de los delitos contra la libertad sexual.
1.3. Ley 1/2023, de 20 de febrero, de Cooperación para el Desarrollo Sostenible y la Solidaridad Global. Con vigencia desde 22 de febrero entre otros aspectos a destacar, crea el Estatuto de las Personas Cooperantes que fijará, entre otros aspectos, sus derechos y obligaciones, formación, oportunidades de carrera profesional, homologación de los servicios que prestan, modalidades de previsión social, acceso al sistema sanitario, apoyo en el terreno, y régimen de incompatibilidades, y en el que se impulsará la participación de personas con discapacidad.
1.4. Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los derechos y el bienestar de los animales. Esta ley tiene como objetivo implementar mecanismos legales con el fin de fomentar la protección animal, dentro de los cuales se contempla específicamente a los perros de asistencia, estableciendo un marco común en todo el territorio español, implicando a los poderes públicos y a la ciudadanía en el respeto a todos los animales.
1.5. Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda. Con vigencia desde 26 de mayo de 2023, esta Ley regula las condiciones básicas que garanticen la igualdad en el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales relacionados con la vivienda y, en particular, el derecho a acceder a una vivienda digna y adecuada y al disfrute de la misma en condiciones asequibles. No obstante, el CERMI ha expresado su insatisfacción con los contenidos sobre accesibilidad y con impacto en los derechos de las personas con discapacidad que incorpora esta Ley, en particular que se haya hecho caso omiso a la reivindicación esencial del sector de la discapacidad de reformar la Ley de Propiedad Horizontal para garantizar la accesibilidad universal en los elementos comunes de los inmuebles sometidos al régimen de propiedad horizontal.
1.6. Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio, por el que se adoptan y prorrogan determinadas medidas de respuesta a las consecuencias económicas y sociales de la Guerra de Ucrania, de apoyo a la reconstrucción de la isla de La Palma y a otras situaciones de vulnerabilidad; de transposición de Directivas de la Unión Europea en materia de modificaciones estructurales de sociedades mercantiles y conciliación de la vida familiar y la vida profesional de los progenitores y los cuidadores; y de ejecución y cumplimiento del Derecho de la Unión Europea. Cabe resaltar que la norma recoge un nuevo permiso parental para el cuidado de hijo o menor acogido por tiempo superior a un año, que podrá disfrutarse hasta que el menor cumpla 8 años. Este permiso, de duración no superior a 8 semanas, continuas o discontinuas, es intransferible y podrá disfrutarse de manera flexible. Asimismo, se amplía el derecho a la adaptación de la jornada de las personas con dependientes a cargo para aquellas personas que acrediten deberes de cuidado respecto de los hijos mayores de 12 años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado del trabajador, así como de otras personas dependientes cuando, estas últimas, convivan en el mismo domicilio, y que no puedan valerse por sí mismas. Además, se establecen diferentes supuestos de permiso para ausentarse del puesto de trabajo con derecho a remuneración.  
1.7. Real Decreto 370/2023, de 16 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 1851/2009, de 4 de diciembre, por el que se desarrolla el artículo 161.bis de la Ley General de la Seguridad Social en cuanto a la anticipación de la jubilación de los trabajadores con discapacidad en grado igual o superior al 45 por ciento. Para las personas con discapacidad superior al 45% se reducen los años de cotización exigidos de 15 a 5 años desde el diagnóstico de la discapacidad para acceder a jubilación anticipada, siendo necesario haber trabajado un tiempo efectivo equivalente al período mínimo de cotización. Además, se aplicará el mismo régimen también a las personas que tengan más de una patología discapacitante si, en conjunto, superan el 45% de discapacidad. En cuanto a las patologías, la nueva norma facilita tanto su acreditación como su actualización. Por otro lado, se pone en marcha un nuevo procedimiento, más ágil y sencillo, para actualizar el listado de patologías, de forma que pasará a estar en el anexo de la norma y se podrá modificar mediante Orden Ministerial del Ministerio de Inclusión.
1.8. Real Decreto 333/2023, de 3 de mayo, por el que se modifica el Real Decreto 1615/2009, de 26 de octubre, por el que se regula la concesión y utilización del distintivo "Igualdad en la Empresa".
1.9. Real Decreto 1060/2022, de 27 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por el que se regulan determinados aspectos de la gestión y control de los procesos por incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta y cinco días de su duración.  La norma tiene por objetivo agilizar trámites y eliminar obligaciones burocráticas y afectará a los procesos de incapacidad temporal que se encuentren en curso en el momento de su entrada en vigor (1 de abril) siempre que no hayan superado los 365 días de duración. Los trabajadores que temporalmente estén incapacitados para desarrollar su actividad laboral dejarán de estar obligados a entregar a su empresa el parte médico de baja a partir de la citada fecha.
1.10. Orden ISM/2/2023, de 11 de enero, por la que se modifica la Orden ESS/1187/2015, de 15 de junio, por la que se desarrolla el Real Decreto 625/2014, de 18 de julio, por el que se regulan determinados aspectos de la gestión y control de los procesos por incapacidad temporal en los primeros trescientos sesenta y cinco días de su duración. 
1.11. Orden PCM/126/2023, de 10 de febrero, por la que se crea y regula la Comisión de seguimiento de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral de la infancia y la adolescencia frente a la violencia. 
1.12. Orden IGD/703/2023, de 28 de junio, por la que se aprueban las bases de la concesión del distintivo "Igualdad en la Empresa" y se efectúa la convocatoria correspondiente al año 2023.

1.13. Extracto de la Orden de 9 de junio de 2023 por la que se convoca el procedimiento para la concesión de las ayudas del programa Bono Cultural Joven 2023

1.14. Resolución de 12 de enero de 2023, de la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se publican las cuantías de las indemnizaciones actualizadas del sistema para valoración de los daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación. 
1.15. Resolución de 9 de marzo de 2023, de la Presidencia del Consejo Superior de Deportes, por la que se publican los Estatutos de la Federación Española de Deportes de Personas con Discapacidad Física.

1.16. Resolución de 17 de mayo de 2023, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, por la que se publica el Acuerdo de la Comisión Estatal de Coordinación y Seguimiento de la Valoración del Grado de Discapacidad, relativo a las circunstancias especiales que pueden dar lugar a la valoración del grado de discapacidad por medios no presenciales o telemáticos. Circunstancias como cuando la persona interesada se encuentra inmovilizada o se constate una situación sociosanitaria que desaconseje su traslado al centro de valoración o cuando se trata de personas institucionalizadas en las que se desaconseje su traslado, entre otras.
1.17. Resolución de 22 de mayo de 2023, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se publica el Acuerdo del Consejo Territorial de Servicios Sociales y del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, para el Marco de Cooperación Interadministrativa y criterios de reparto de créditos de la Administración General del Estado para la financiación durante 2023 del nivel acordado, previsto en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia.

1.18. Extracto de la Resolución de 3 de abril de 2023, del Instituto de Mayores y Servicios Sociales por la que se convoca la concesión de subvenciones a personas mayores, personas con discapacidad y personas en situación de dependencia residentes en las Ciudades de Ceuta y de Melilla, durante el año 2023
1.19. Extracto de la Resolución de 21 de abril de 2023, del Instituto de la Juventud, por la que se convoca la concesión de ayudas para la realización de actividades financiadas por la Comisión Europea del Programa "Cuerpo Europeo de Solidaridad" durante el 2023

1.20. Extracto de la Resolución de 21 de abril de 2023, del Instituto de la Juventud, por la que se convocan la concesión de ayudas para la realización de actividades financiadas por la Comisión Europea en el capítulo de Juventud del Programa «Erasmus+» durante 2023 

1.21. Extracto de la Resolución de 30 de mayo de 2023, de la Secretaría de Estado de Derechos Sociales, por la que se convocan subvenciones para la realización de actividades de interés general consideradas de interés social, correspondientes a la Secretaría de Estado de Derechos Sociales. Beneficiarios: Cruz Roja Española y las entidades u organizaciones del Tercer Sector de Acción Social.
A nivel autonómico, destacar:
1.22. ARAGÓN: Ley 5/2023, de 23 de febrero, de modificación de la Ley 4/2008, de 17 de junio, de medidas a favor de las Víctimas del Terrorismo.
1.23. ARAGÓN: Ley 14/2023, de 30 de marzo, de perros de asistencia en Aragón. 
1.24. BALEARES: Ley 4/2023, de 27 de febrero, de prestaciones sociales de carácter económico de las Illes Balears.
1.25. BALEARES: Ley 10/2023, de 5 de abril, de bienestar para las generaciones presentes y futuras de las Illes Balears. El objeto de esta ley es velar para que las actuaciones de las instituciones públicas baleares garanticen el bienestar ecológico, económico y social de las generaciones presentes y futuras de las Illes Balears.
1.26. CANARIAS: Decreto-ley 3/2023, de 23 de marzo, por el que se aprueban las condiciones y las cuantías máximas de las prestaciones económicas Vinculada al servicio y la de Cuidados en el entorno familiar y de apoyo a personas cuidadoras no profesionales, reguladas en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas en situación de dependencia, aplicables en la Comunidad Autónoma de Canarias. 
1.27. CASTILLA-LA MANCHA: Ley 2/2023, de 10 de febrero, de Atención Temprana en Castilla-La Mancha. 
1.28. CASTILLA-LA MANCHA: Ley 7/2023, de 10 de marzo, de Atención y Protección a la Infancia y la Adolescencia de Castilla-La Mancha. Esta ley tiene como finalidad establecer el marco jurídico de actuación en orden a la atención y la protección a la infancia y la adolescencia en Castilla-La Mancha, incluidos los niños y niñas con discapacidad.
1.29. C. MADRID:  Ley 1/2023, de 15 de febrero, de creación de la Agencia Madrileña para el Apoyo a las Personas Adultas con Discapacidad.
1.30. C. MADRID: Ley 4/2023, de 22 de marzo, de Derechos, Garantías y Protección Integral de la Infancia y la Adolescencia de la Comunidad de Madrid. 
1.31. EXTREMADURA: Decreto-ley 2/2023, de 8 de marzo, de medidas urgentes de impulso a la inteligencia artificial en Extremadura. Esta norma tiene por objeto el establecimiento del marco esencial de las medidas destinadas al apoyo, promoción, impulso y desarrollo de los sistemas de inteligencia artificial en la Comunidad Autónoma de Extremadura, regulando los ámbitos principales de aplicación de ésta, “estableciendo el uso de una inteligencia artificial ética, confiable y respetuosa con los derechos fundamentales.
1.32. LA RIOJA: Ley 3/2023, de 7 de marzo, de familias monoparentales en La Rioja.

1.33. LA RIOJA:  Ley 6/2023, de 22 de marzo, de las personas con problemas de salud mental y sus familias. El objeto de la presente ley consiste en garantizar el derecho a la protección de la salud mental a través de su promoción, prevención de la enfermedad, asistencia, cuidados y rehabilitación de las personas usuarias de los servicios en el ámbito de la salud mental, de las personas con problemas de salud mental o de las personas con discapacidad psicosocial, así como sus familias, a través de la creación de un marco jurídico y normativo basado en el respeto de los derechos humanos, así como en la garantía del acceso a la asistencia.
1.34. NAVARRA: Ley Foral 7/2023, de 9 de marzo, de modificación de la Ley Foral 10/2010, de 10 de mayo, del Derecho a la Vivienda en Navarra.
1.35. PAIS VASCO: Ley 3/2023, de 20 de abril, de modificación de la Ley 14/2022, de 22 de diciembre, del Sistema Vasco de Garantía de Ingresos y para la Inclusión.
1.36. PAIS VASCO: Ley 4/2023, de 27 de abril, del Estatuto de las personas consumidoras y usuarias.  
2. ASUNTOS ECONÓMICOS

Por lo que se refiere a la normativa estatal de este periodo relevantes en materia de asuntos económicos mencionar:
1.37. Resolución de 17 de mayo de 2023, de la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 11 de abril de 2023, por el que se aprueba la ESTRATEGIA ESPAÑOLA DE ECONOMÍA SOCIAL 2023-2027. Esta Estrategia es la hoja de ruta que tiene como objeto la visibilidad y la internacionalización de un modelo productivo del que España es referente a nivel internacional. Contempla actuaciones para promover la creación de plataformas colaborativas, apoyar el emprendimiento colectivo en zonas rurales y respaldar la integración de las mujeres en situación o riesgo de vulnerabilidad, basadas en 4 ejes prioritarios (EJE 1: Visibilidad y participación institucional de la Economía Social;  EJE 2:Mejora de la competitividad; EJE 3:Emprendimiento y sectores emergentes y EJE 4:Sostenibilidad social y territorial)  y 30 líneas de actuación, que se concretan en más de 112 actuaciones.
1.38. A partir del 1 de enero de 2023 está en vigor la Ley de Presupuestos Generales del Estado 2023 y en ella se ha incluido, en la Disposición Final Vigésima Séptima, una modificación de la Ley 9/2017 de Contratos del Sector Público, en la que se indica que las empresas con más de 50 trabajadores que no cuenten con plan de igualdad no podrán contratar con ninguna de las entidades que se incluye en el artículo 3 de la ley 9/2017 (administraciones públicas, organismos autónomos, etc.).
A nivel autonómico, destacar la Ley 5/2023, de 8 de marzo, de sociedades cooperativas de las Illes Balears.
3. EMPLEO 
1.39. Ley 3/2023, de 28 de febrero, de Empleo. Con vigencia desde el 2 de marzo, su finalidad es contribuir a la creación de empleo y reducción del desempleo, mejorar la empleabilidad, reducir las brechas estructurales de género e impulsar la cohesión social y territorial. El CERMI ha valorado positivamente los avances en materia de discapacidad:
· Se establece un nuevo Eje en las políticas de empleo específicamente dirigido al empleo de personas con discapacidad (“Eje 4 Oportunidades de Empleo para Personas con Discapacidad”, que engloba las actuaciones que tienen por objeto incentivar la contratación, la creación de empleo o el mantenimiento de los puestos de trabajo, y las acciones de orientación y acompañamiento individualizado en los puestos de trabajo de las personas con discapacidad).
· Especialización y profesionalización del personal de los servicios públicos de empleo y las entidades colaboradoras: A tal fin se incluirán en los planes de formación para sus plantillas, las acciones necesarias para la adquisición de las competencias que permitan atender las distintas realidades. Se incluirá formación específica en accesibilidad cognitiva para atender las especiales necesidades de las personas con discapacidad intelectual o con trastorno del espectro del autismo.
· El artículo 50 establece los colectivos de atención prioritaria para la política de empleo, entre los que se recoge específicamente a las personas con trastorno del espectro autista como colectivo de “especiales dificultades”.
· Se considerará, a efectos de la Ley de empleo, que presentan “una discapacidad en grado igual o superior al 33% las personas pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez y las personas pensionistas de clases pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el servicio o inutilidad”. Se modifica así, mediante la disposición final segunda, el texto de la Ley general de los derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social.
· Por último, la Ley de Empleo establece que el actual organismo autónomo del Servicio Público de Empleo Estatal se transformará en la Agencia Española de Empleo. Este cambio permitirá mejorar su gestión y funcionamiento sin que suponga un cargo económico al erario público.

1.40. Real Decreto-ley 1/2023, de 10 de enero, de medidas urgentes en materia de incentivos a la contratación laboral y mejora de la protección social de las personas artistas (convalidado). Uno de los objetivos específicos de esta norma es “el impulso prioritario de la contratación y el mantenimiento del empleo estable y de calidad de las personas y colectivos considerados vulnerables o de baja empleabilidad”, entre los que se encuentran las personas con discapacidad. También impulsar el fomento del trabajo autónomo y de la economía social como instrumento eficaz de generación de trabajo estable y de calidad.
Entre los incentivos e instrumentos de apoyo al empleo se aprueban bonificaciones para la contratación indefinida de personas con capacidad intelectual límite, personas trabajadoras readmitidas tras haber cesado en la empresa por incapacidad permanente total o absoluta, mujeres víctimas de violencia de género, de violencias sexuales y de trata de seres humanos, personas en situación de exclusión social, parados de larga duración y víctimas del terrorismo, entre otros colectivos.

1.41. Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, de medidas urgentes para la ampliación de derechos de los pensionistas, la reducción de la brecha de género y el establecimiento de un nuevo marco de sostenibilidad del sistema público de pensiones. Las medidas contempladas tienen por objeto garantizar el poder adquisitivo de todas las pensiones y establecen subidas adicionales para los pensionistas más vulnerables, refuerza los ingresos del sistema público, especialmente en los años en los que el sistema tiene que soportar un mayor reto demográfico, y diseña un modelo más justo para las personas que han tenido una carrera profesional no lineal, una situación que hasta ahora suponía una merma desproporcionada a su derecho de pensión.
1.42. Real Decreto 99/2023, de 14 de febrero, por el que se fija el salario mínimo interprofesional para 2023. Este RD eleva la cuantía del Salario Mínimo Interprofesional (SMI) hasta los 1.080 euros brutos mensuales en 14 pagas, hasta los 15.120 euros brutos anuales, tras el acuerdo alcanzado con las organizaciones sindicales CCOO y UGT.
1.43. Real Decreto 371/2023, de 16 de mayo, por el que se desarrolla el régimen jurídico del complemento económico establecido en el artículo 210.2 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.  Mediante la regulación de una fórmula mixta, esta norma permite combinar los dos tipos de beneficios ya vigentes para aquellos que decidan retrasar voluntariamente el acceso a la jubilación: un aumento porcentual de la pensión y la percepción de un pago único ("cheque") en el momento de jubilarse. Aquellos que opten por esta nueva fórmula y que retrasen su jubilación entre 2 y 10 años, recibirán simultáneamente un incremento de su pensión del 2% por cada año que demoren el acceso a la jubilación, y un pago único equivalente a la mitad del que le correspondería si optaran por la fórmula actual del pago único. Si ha retrasado 11 años o más, el incentivo será de un pago único aplicado a 5 años del periodo demorado y un incremento del 2% de la pensión por cada año de demora.
1.44. Resolución de 20 de abril de 2023, de la Secretaría de Estado de Empleo y Economía Social, por la que se publica el Acuerdo del Consejo de Ministros de 14 de marzo de 2023, por el que se aprueba LA ESTRATEGIA ESPAÑOLA DE SEGURIDAD Y SALUD EN EL TRABAJO 2023-2027.  En consonancia con las disposiciones internacionales y europeas, la Estrategia se ha diseñado con el objetivo de conseguir el mayor impacto posible en la mejora de las condiciones de seguridad y salud en el trabajo y con la determinación de reducir la siniestralidad laboral, pero también procurando anticiparse a las posibles amenazas y riesgos para la salud de las personas trabajadoras. Por primera vez la salud mental constituye un lugar prioritario en la estrategia, como también lo es apoyar a las pequeñas empresas en la gestión preventiva o elevar el nivel de protección de los colectivos vulnerables, entre otros. Y otro de sus objetivos estratégicos es “introducir la perspectiva de género en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo”.
Posteriormente, la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo (CNSST) ha aprobado el primer Plan de Acción para la implementación de la Estrategia Española de Seguridad y Salud en el Trabajo 2023-2027. 
1.45. Extracto de la Resolución de 31 de mayo 2023 del Servicio Público de Empleo Estatal de Melilla, por la que se aprueba la convocatoria, en régimen de concurrencia competitiva, en el ámbito de colaboración con las entidades sin ánimo de lucro que contraten trabajadores desempleados para la realización de servicios de interés general y social en el ámbito territorial de la ciudad autónoma de Melilla para el año 2023 
4. ACCESIBILIDAD
En cuanto a normativa estatal propiamente dicha en esta materia destacar:
1.46. Real Decreto 193/2023, de 21 de marzo, por el que se regulan las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público. El nuevo reglamento aprobado por este Real Decreto, que será de aplicación a todas las relaciones entre personas físicas y entidades, públicas o privadas, que tengan por objeto la provisión de bienes o el suministro o la prestación de servicios, regulará cuestiones esenciales relativas a la accesibilidad en distintas áreas de la vida diaria.
Se contempla, así, en la nueva regulación, obligaciones generales como el respeto del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad en el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público; la aplicación de medidas de accesibilidad o realización de ajustes razonables; la incorporación de criterios de accesibilidad universal en los programas de calidad de las administraciones públicas, o la adopción de un sistema de gestión de la accesibilidad global por parte de fabricantes y proveedores de bienes y servicios públicos. También se establecen obligaciones de accesibilidad universal a las y los responsables de la seguridad ciudadana, emergencias y protección civil.
La nueva regulación incluye, además, un capítulo dedicado a las normas específicas aplicables a determinados tipos de bienes y servicios, que recoge especificaciones el ámbito del consumo; el comercio minorista; los bienes y servicios de carácter financiero, bancario y de seguros; de carácter sanitario, promoción y protección de la salud; de carácter social, asistencial y de atención a la infancia y a las personas mayores; educativos; relacionados con la seguridad ciudadana y las emergencias, la protección civil y la seguridad vial; de carácter cultural e histórico; deportivos, de recreación y de ocio; de naturaleza turística, incluidos los servicios de hostelería y restauración; de carácter medioambiental y naturales; relativos a las administraciones públicas, y servicios postales.

Asimismo, la norma establece expresamente que en ningún caso el ejercicio del derecho de admisión podrá utilizarse para restringir el acceso de ninguna persona por razón de discapacidad, y se contempla la atención preferente y la asistencia personal para personas con discapacidad, que tendrán derecho a acceder acompañadas de acompañantes o personal de apoyo, siempre que así lo requieran, sin que ello suponga un sobrecoste.
El Real Decreto también incluye en su regulación a las personas con discapacidad usuarias de perros de asistencia -entre los que se incluyen los perros guía-, así como a las personas encargadas de su educación y adiestramiento, estableciendo que no podrán ser discriminadas de ningún modo en el acceso y utilización de los bienes y servicios a disposición del público.
En relación con la información y comunicación, el nuevo reglamento establece que los proveedores de bienes y servicios deberán proporcionar a las personas usuarias y clientela con discapacidad información sobre sus bienes y servicios en soportes y formatos accesibles y adecuados a sus necesidades, independientemente del canal que se utilice. 

A nivel autonómico señalar en esta materia la aprobación en LA RIOJA: Ley 1/2023, de 31 de enero, de accesibilidad universal de La Rioja. 
5. EDUCACIÓN
5.1. Ley Orgánica 2/2023, de 22 de marzo, del Sistema Universitario. En vigor desde el 12 de abril, el CERMI ha expresado su satisfacción con esta LO, que recoge buena parte de sus propuestas formuladas a lo largo de la tramitación de la iniciativa. Así, aspectos como la consideración transversal de la discapacidad en toda la renovada regulación del sistema universitario, las garantías de no discriminación, accesibilidad universal, acción positiva y ajustes razonables, así como la exención del pago de matrículas para el estudiantado con discapacidad, o la necesidad de que las universidades cuenten en su estructura con una unidad de atención a este grupo, son elementos bienvenidos. 
El CERMI también ha destacado como cuestiones positivas recogidas en la Ley “el robustecimiento de la consideración de la discapacidad en la política de becas, el establecimiento de un cupo de reserva del 5 por 100 para los estudios de doctorado (inexistente hasta ahora) o concreciones referentes a la contratación de Personal Docente e Investigador con discapacidad, o la reserva de plazas para todo el personal laboral, mejoran la imagen de una institución (la universitaria) que cada vez otorga más peso a la equidad como una cuestión y dimensión necesaria de la calidad en la prestación de sus servicios. Además, son destacables también los apoyos para la movilidad internacional, la apertura de los consejos sociales de las universidades al tercer sector de acción social o la posibilidad de que las universidades adopten estudios propios singularizados para el estudiantado con discapacidad intelectual”.
5.2. Orden EFP/440/2023, de 24 de abril, por la que se establecen las bases reguladoras y se realiza la convocatoria para el año 2023, para la creación de una red estatal de Centros de Capacitación Digital en entidades locales, en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, financiado por la Unión Europea, Next Generation EU.
5.3. Extracto de la Resolución de 17 de marzo de 2023 de la Secretaría de Estado de Educación, por la que se convocan subvenciones a entidades privadas sin fines de lucro para la realización de actuaciones dirigidas a favorecer la utilización de las tecnologías de la información y de la comunicación por parte del alumnado que presente necesidades educativas especiales derivadas de discapacidad durante el curso escolar 2023-2024.
5.4. Extracto de la Resolución de 20 de abril de 2023, de la Secretaría de Estado de Educación, por la que se convocan ayudas para alumnos con necesidad específica de apoyo educativo para el curso académico 2023-2024.

5.5. Resolución de 28 de diciembre de 2022, del Real Patronato sobre Discapacidad, por la que se convoca el procedimiento de concurrencia para la selección de una entidad colaboradora para la gestión de las ayudas del programa dirigido a promover la mejora de las condiciones formativas y profesionales de las personas con discapacidad, denominado «Programa Reina Letizia para la Inclusión» (BOE 4/01/2023)
6. GÉNERO
1.1. Ley 4/2023, de 28 de febrero, para la igualdad real y efectiva de las personas trans y para la garantía de los derechos de las personas LGTBI. Esta ley, con vigencia desde 2 de marzo de 2023, establece la Ley establece los principios de actuación de los poderes públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas específicas destinadas a la prevención, corrección y eliminación, en los ámbitos público y privado, de toda forma de discriminación.
1.2. Extracto de la Resolución de la Secretaría de Estado de Igualdad y contra la Violencia de Género, por la que se convocan subvenciones públicas destinadas a programas y proyectos de concienciación prevención e investigación de las distintas formas de violencia contra las mujeres. 

1.3. Resolución de 3 de marzo de 2023, de la Dirección del Instituto de las Mujeres, por la que se convocan subvenciones para el apoyo de la igualdad de género en la producción y creación artística con intervención social comunitaria y perspectiva de género.

1.4. Extracto de la Resolución de 10 de abril de 2023 de la Secretaría de Estado de Igualdad y contra la Violencia de Género, por la que se convocan subvenciones públicas destinadas a proyectos de atención a mujeres y niñas víctimas de trata de seres humanos con fines de explotación sexual y sus hijos e hijas menores o con discapacidad para el año 2023. 
1.5. Extracto de la Resolución de 27 de junio de 2023 de la Dirección del Instituto de las Mujeres, por la que se convoca la concesión de subvenciones destinadas a apoyar al movimiento asociativo y fundacional de ámbito estatal 2023. 
A nivel autonómico señalar en esta materia la aprobación en:

1.6. PAIS VASCO: Decreto Legislativo 1/2023, de 16 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley para la Igualdad de Mujeres y Hombres y Vidas Libres de Violencia Machista contra las Mujeres
1.7. LA RIOJA: Ley 7/2023, de 20 de abril, de igualdad efectiva de mujeres y hombres de La Rioja. 
2. JUEGO
2.1. Real Decreto 176/2023, de 14 de marzo, por el que se desarrollan entornos más seguros de juego. Esta nueva normativa tiene como objetivo minimizar los comportamientos de juego de riesgo o intensivo que pueden derivar, en los casos más extremos, en conductas problemáticas o patológicas. Una de las poblaciones diana del Real Decreto son los jóvenes de entre 18 y 25 años, particularmente sensibles a mensajes y patrones de juego inadecuados, aunque la norma también reforzará la protección de otros perfiles vulnerables, como es el caso de quienes ya tienen comportamientos de juego intensivo o de riesgo. También forman parte del colectivo de especial protección y vulnerabilidad de la nueva norma quienes han solicitado restricción en el acceso a su cuenta de juego (autoexcluidos) y quienes se han inscrito en el Registro General de Interdicciones de Acceso al Juego (autoprohibidos). No obstante, el Real Decreto contempla medidas de protección general para las personas jugadoras en sentido amplio, con independencia del riesgo de sus comportamientos de juego.
2.2. Extracto de la Orden de 13 de abril de 2023, por la que se aprueba la convocatoria de subvenciones, durante el ejercicio 2023, para el desarrollo de actividades de investigación relacionadas con la prevención de los trastornos del juego, con los efectos derivados de dichos trastornos o con los riesgos asociados a esta actividad.
A nivel autonómico señalar en esta materia la aprobación en ARAGÓN: Ley 9/2023, de 23 de marzo, de modificación de la Ley 2/2000, de 28 de junio, del Juego de la Comunidad Autónoma de Aragón; en BALEARES: Ley 9/2023, de 3 de abril, de modificación de la ley 8/2014, de 1 de agosto, del juego y las apuestas de las Illes Balears.
8. SOSTENIBILIDAD
A nivel autonómico señalar la aprobación en PRINCIPADO DE ASTURIAS:  Ley 1/2023, de 15 de marzo, de Calidad Ambiental y en CANARIAS: Ley 6/2022, de 27 de diciembre, de cambio climático y transición energética de Canarias. 
II. NORMATIVA EUROPEA

1. INTRODUCCIÓN
La Presidencia Sueca tomó posesión el 01 de enero de 2023 y es la tercera y última del actual trío de presidencias (Presidencia Francesa de enero a junio de 2022 y Presidencia Checa de julio a diciembre de 2022).  Esta decidió centrar su mandato en cuatro prioridades:

(i) Seguridad-Unidad: Priorización del apoyo económico y militar de la UE a Ucrania, así como su integración como estado miembro, en el marco de una política de defensa unificada, la implementación de la Brújula Estratégica y la continua lucha contra el crimen transnacional organizado. 
(ii) Competitividad: Poner la competitividad europea en el primer plano de la agenda política. 
(iii) Transición verde y energética: Lucha contra los precios altos y volátiles de la energía mediante el impulso de reformas del mercado a largo plazo; posicionar a Europa como líder en el objetivo y proposición de objetivos climáticos ambiciosos; aceleración de la transición energética buscando la independencia de combustibles fósiles y atracción de inversionistas en industrias innovadoras.
(iv) Valores democráticos y Estado de Derecho: preservación del principio del estado de derecho y los derechos fundamentales
2. NUEVAS INICIATIVAS
2.1 –  Revisión de la Directiva sobre el permiso de conducción 

El 1 de marzo, la Comisión Europea adoptó el Paquete de Seguridad Vial, que comprende tres propuestas legislativas, una de las cuales busca revisar y modernizar la directiva existente sobre el permiso de conducción en la UE. La Comisión ha identificado 5 temas a abordar en la revisión de esta Directiva: 

· La actualización de las normas sobre el examen y la formación de los conductores, especialmente en lo que se refiere a la experiencia y la conciencia del riesgo

· La revisión sobre los requerimientos en los exámenes de competencias y aptitud médica

· La promoción del reconocimiento mutuo de los permisos de conducción digitales o virtuales

· La remoción de los obstáculos para los ciudadanos a la hora de obtener o mantener un permiso de conducción cuando establecen su residencia en otro Estado miembro, y 

· El reconocimiento e instrucción a conductores sobre las nuevas tecnologías y conceptos de movilidad (por ejemplo, vehículos que utilizan combustibles alternativos, vehículos compartidos) para limitar su impacto en las emisiones de gases nocivos para el medio ambiente

Esta iniciativa legislativa es de la mayor relevancia para las personas mayores y personas con discapacidad pues tiene la capacidad de afectar su libertad de movimiento, su autonomía y posiblemente su salud mental. 

2.2 –  Unión Europea de la Salud: un nuevo enfoque global de la salud mental

El 7 de junio la Comisión Europea publicó una comunicación en donde anunció la adición de un nuevo enfoque global de la salud mental a la Unión Europea de la Salud. 

Este nuevo enfoque busca darle la misma importancia a la salud mental que a la salud física. Propone una estrategia interdisciplinaria para abordar los problemas de salud mental, fundamentada en tres pilares: la prevención, el acceso a atención médica y tratamientos asequibles y de alta calidad, y la reintegración a la sociedad tras la recuperación de una enfermedad mental. Además, introduce una visión integral que examina la salud mental en todas las políticas, reconociendo los factores de riesgo variados que estos problemas de salud implican. En este contexto, destaca la necesidad de prestar especial atención a los grupos vulnerables, como las personas mayores y las personas con discapacidad. 

Asimismo, la comunicación menciona que la Comisión publicará las directrices que recomiendan mejoras para la vida independiente y la inclusión en la comunidad antes del final de este año, y en 2024 presentará un marco para los Servicios Sociales de Excelencia para las personas con discapacidad, incluida la salud mental. Además, reconoce que dos de las directrices para los empleadores del paquete de empleo sobre discapacidad están dedicadas al trabajo con enfermedades crónicas y a la reincorporación al trabajo. 

2.3 –  Tarjeta Europea de Discapacidad

Durante este semestre han continuado los trabajos para la elaboración de la propuesta sobre la nueva Tarjeta Europea de Discapacidad. El tema fue también objeto de discusión en el Parlamento Europeo, cuya Comisión de Empleo y Asuntos sociales intercambió puntos de vista tanto con la Presidencia Sueca el 24 de enero y con la Comisaria de Igualdad, Helena Dali el 22 de marzo. El objetivo de la Comisión es seguir el cronograma definido en la Estrategia para los Derechos de las Personas con Discapacidades 2021-2030 y la propuesta a finales de este año. 

Cabe recordar que la Tarjeta Europea de Discapacidad es una de las iniciativas más importantes en curso, ya que busca garantizar la libre circulación y el disfrute igualitario de derechos para las personas con discapacidades facilitando el reconocimiento mutuo de la discapacidad entre los Estados miembros. 

2.4 –   Paquete de financiación sostenible

El 13 de junio, la Comisión adoptó un paquete de medidas para construir y reforzar los fundamentos del marco de financiación sostenible de la UE. En concreto, la Comisión: 

· Aprobó un nuevo conjunto de criterios de la Taxonomía de la UE para las actividades económicas que contribuyen sustancialmente a uno o varios de los objetivos medioambientales no climáticos, a saber: el uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos, la transición a una economía circular, la prevención y control de la contaminación, y la protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas.

· Como complemento a lo anterior, la Comisión adoptó modificaciones específicas al acto delegado complementario sobre el clima de la Taxonomía de la UE, las cuales amplían las actividades económicas que contribuyen a la mitigación del cambio climático y a la adaptación al mismo no incluidas hasta ahora, en particular en los sectores manufacturero y del transporte.

· Propuso un reglamento para mejorar la fiabilidad y transparencia de las actividades de los proveedores de calificaciones ESG.

Cabe recordar que la propuesta de taxonomía social que inicialmente estaba prevista para esta legislatura sigue en stand-by y habrá que esperar a la nueva Comisión para ver la probabilidad y calendario de tal iniciativa. 

2.5 –   Revisión de la Directiva de los derechos de las víctimas de actos criminales y terroristas

La Comisión Europea anunció en marzo la próxima revisión de la actual directiva de los derechos de las víctimas de actos criminales y terroristas, esperándose que una propuesta sea adoptada por el Colegio de Comisarios a principios de Julio. 
3. AVANCES DE OTRAS INICIATIVAS YA EN TRAMITACIÓN
3.1- Revisión del Reglamento sobre servicios aéreos
La adopción por parte de la Comisión de la propuesta de revisión del reglamento sobre servicios aéreos estaba prevista para el cuarto trimestre de 2022, pero no ha tenido lugar todavía y tampoco hay una nueva fecha prevista por parte de la Comisión.  

El Reglamento sobre servicios aéreos existente establece normas comunes para los servicios aéreos en la UE, en particular, los requisitos relativos a la licencia de explotación, la libre prestación de servicios y la posibilidad de restringirla excepcionalmente y la manera de presentar los precios a los consumidores. La revisión de este reglamento busca crear un sector aéreo más resistente y sostenible, también como respuesta a la crisis de la COVID-19. Su propósito es mantener la conectividad y la competencia, proteger los intereses de los consumidores y conservar empleos de calidad.

3.2.  Directiva sobre responsabilidad por los daños causados por productos defectuosos. Adaptación de las normas de responsabilidad a la era digital, la economía circular y las cadenas de valor mundiales.
La tramitación legislativa de esta directiva ha continuado avanzando durante este semestre.  Cabe recordar que la propuesta de Directiva busca dar seguridad jurídica a las empresas para que puedan invertir en productos nuevos e innovadores y garantizarán que las víctimas puedan obtener una indemnización justa cuando los productos defectuosos, incluidos los productos digitales y reacondicionados, les causen daños. Asimismo, busca la armonización de las normas nacionales de los Estados miembros de respecto de la responsabilidad por inteligencia artificial (IA), facilitando a las víctimas de daños relacionados con este tipo de tecnología la obtención de las correspondientes indemnizaciones. 
Esta iniciativa legislativa en curso es de particular interés puesto que la nueva normativa debería asegurar que el acceso a las reclamaciones por productos defectuosos de IA sea adecuado para las personas con discapacidad, así como asegurar que estas no sean discriminadas en procesos de contratación que involucren el uso de este tipo de tecnología. 

3.3- Propuesta de Directiva de gobernanza empresarial sostenible
El Parlamento Europeo debatió y votó la iniciativa legislativa el 31 de mayo y el 1 de junio. En el texto adoptado, se incluyó mediante enmienda la definición de “partes interesadas vulnerables”, en donde se mencionan las personas con discapacidad. 

Por el momento, está programada una sesión informativa de la presidencia el 6 de junio para el Comité de Representantes Permanentes (Coreper 1) del Consejo sobre los resultados del primer trilogo. La inclusión de la discapacidad en esta propuesta de Directiva es un resultado directo de la movilización del sector de la discapacidad en particular, cuyo rol seguirá siendo crucial en las próximas etapas del proceso legislativo.

3.4- Sistema de identidad digital de la UE para las transacciones electrónicas en Europa
En su propuesta de regulación en el 2021, la Comisión incluyó 5 referencias a la discapacidad, que incluían un artículo específico de accesibilidad para las personas con discapacidad, así como otro artículo que las menciona. Por su parte, en su reporte del 2 de marzo de este año el Parlamento incluyo veintinueve referencias a las personas con discapacidad e hizo varias propuestas de enmienda al texto de la Comisión, entre otras, i) la obligación a los estados miembros de asegurar igualdad en las condiciones de acceso y utilización para las personas con discapacidad y personas mayores; iii) el desarrollo de programas de aprendizaje para fortalecer las habilidades digitales ii) la inclusión de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad como sustento jurídico de la regulación. Después, dio luz verde para empezar las negociaciones interinstitucionales. 

Esta propuesta busca la creación de un sistema de identidad digital de la UE (EUID) para hacer que los servicios online sean más seguros y fáciles de utilizar en cualquier lugar de Europa y dará a las personas un mayor control sobre sus datos personales y su privacidad. 

El interés radica en que esta herramienta inédita sea accesible para las personas con discapacidad, a fin de prevenir la creación de nuevas barreras para su integración y su utilización, por lo que seguiremos su desarrollo de cerca.  

3.5- Propuesta de recomendación del Consejo sobre el desarrollo de las condiciones marco para la economía social
El 13 de junio, el Colegio de Comisarios de la Comisión Europea adoptó su propuesta de recomendación del Consejo sobre el desarrollo de las condiciones marco para la economía social, que es una iniciativa que estaba incluida en el Plan de Acción Europeo de Economía Social. Su principal valor añadido es que incitará a que todos los Estados miembros desarrollen estrategias y políticas más activas para la promoción de la economía social, algo en lo que nuestro país ya es un precursor gracias al trabajo que llevamos desarrollando desde hace décadas en CEPES, pero que no es el caso en muchos otros países de la UE.

Esta propuesta establece un vínculo claro entre economía social y discapacidad, algo que ya recogió el Plan de Acción de Economía Social y la reciente resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre economía social. Asimismo, vincula la promoción de la economía social a la Estrategia Europea de Discapacidad. 

La propuesta de la Comisión: 

· Recomienda a los gobiernos que pongan en marcha políticas de empleo que promuevan el empleo de las personas con discapacidad

· Pide que estos presten apoyo a las entidades de economía social para que generen empleo para las personas con discapacidad;

· Recomienda que los gobiernos faciliten el acceso a la financiación a las empresas de economía social y que a tal efecto se utilicen también los fondos europeos

· Solicita a los gobiernos que los sistemas fiscales no impidan el desarrollo de la economía social y que adapten dichos sistemas para fomentar la filantropía transfronteriza. 

· Alienta a los Estados miembros a hacer uso de las ayudas estatales para apoyar la economía social, en particular para facilitar la plena inclusión de los trabajadores con discapacidad en todo tipo de empresas. Asimismo, les recomienda estudiar qué servicios prestados por entidades de la economía social podrían definirse y ser financiados como servicio de interés económico general, tal y como la vivienda social, servicios sociales y sanitarios, así como la atención a la infancia, a las personas mayores o a las personas con discapacidad. 
4. LEGISLACIÓN ADOPTADA
4.1- Recomendación sobre renta mínima

El pasado 30 de enero, el Consejo adoptó su recomendación sobre renta mínima. Esta recomendación tiene como objetivo luchar contra la pobreza y la exclusión social, y perseguir altos niveles de empleo promoviendo un apoyo a la renta adecuado mediante una renta mínima, un acceso efectivo a servicios habilitantes y esenciales para las personas que carecen de recursos suficientes y fomentando la integración en el mercado laboral de quienes pueden trabajar.

En particular, el Consejo recomienda que los estados miembros fortalezcan sus redes de seguridad social, combinando apoyo de ingresos adecuados y acceso a servicios esenciales. Se sugiere establecer el nivel de ingreso mínimo de forma transparente, considerando factores como las necesidades específicas de los hogares, el nivel de vida y el poder adquisitivo. Además, se promueve la igualdad de género y la independencia económica de las mujeres, jóvenes y personas con discapacidad. Se establece que los Efstados miembros deberían alcanzar un nivel adecuado de apoyo de ingresos para el 2030, revisando y ajustando regularmente el nivel de ingreso mínimo. 

4.2- Estrategia Asistencial Europea

Dado que su adopción se produjo una vez cerrado el informe del segundo semestre del 2022, se incluye también en esta sección la adopción de la Estrategia Asistencial Europea el pasado 8 de diciembre de 2022 por parte del Consejo, la cual incluye dos recomendaciones al Consejo para reforzar los cuidados de larga duración y la educación infantil y atención a la primera infancia.
La recomendación del Consejo sobre los cuidados de larga duración incluye 10 menciones a las personas con discapacidad, e incluye el acceso igualitario a este tipo de cuidados para las personas con discapacidad, su involucramiento en la preparación, implementación monitoreo y evaluación de políticas de asistencia a largo plazo. En cuanto a la recomendación sobre educación infantil y primera infancia, esta incluye 21 menciones a las personas con discapacidad, y recomienda que los Estados miembros implementen medidas para aumentar la participación en educación infantil y atención a la primera infancia de niños y niñas con discapacidad, apoye entrenamientos de personal específico para sus necesidades de aprendizaje; asegure que la infraestructura y transporte relacionado con instituciones educativas, así como el material de aprendizaje y herramientas digitales sea accesible.  

4.3- Brecha salarial de género: transparencia en la remuneración de hombres y mujeres

Durante este semestre se finalizó la tramitación de la Directiva sobre la brecha salarial de género, cuya publicación en el diario oficial de la Unión Europea se produjo el 17 de mayo. 

Uno de los puntos principales es que la Directiva incide en los factores esenciales que contribuyen a la brecha retributiva hoy día, teniendo en cuenta también los efectos de la COVID-19, que agudiza las desigualdades de género y expone a las mujeres a un mayor riesgo de caer en la pobreza. Uno de estos factores es por supuesto la discapacidad, que es mencionada en un total de 3 ocasiones a lo largo del texto, manifestando la necesidad de prestar información a los trabajadores con discapacidad de forma accesible.  

Los Estados miembros dispondrán de dos años para incorporar la Directiva al ordenamiento jurídico nacional y comunicar los instrumentos pertinentes a la Comisión. Al cabo de ocho años, la Comisión llevará a cabo una evaluación de esta Directiva. 
5. CONCLUSIÓN
Como ha ocurrido en los últimos semestres, la crisis de Ucrania ha continuado impactando en el normal proceder del proceso legislativo europeo y las prioridades de las presidencias del Consejo, teniendo como consecuencia retrasos en los planes iniciales de algunos dosieres y manteniendo la reorientación de los recursos, tanto humanos como presupuestales, para dar respuesta a la crisis socioeconómica derivada de la guerra. 

No obstante, la valoración debe ser positiva en cuanto a los avances legislativos en la Unión Europea durante el primer semestre del 2023, pues estos han sido significativos en términos de atención a la discapacidad y a la economía social, con énfasis en la Tarjeta Europea de Discapacidad, la nueva Estrategia Global de Salud Mental, la propuesta de reglamento sobre calificaciones ambientales, sociales y de gobernanza, o la adopción de la propuesta de recomendación del Consejo sobre el desarrollo de las condiciones marco para la economía social.

Adicionalmente, es relevante mencionar la próxima presidencia española del Consejo de la UE, que representa una oportunidad invaluable para influir en la agenda europea en materia de discapacidad. 

Madrid, a 1 de agosto 2023.
Dirección de Alianzas y Relaciones Internacionales
Fundación ONCE
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